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ACTA No. 0047 del 31 de Marzo de 2009
Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Jaime Niño Osorio contra la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira que pretende la protección del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento de sentencias.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:
Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que se decrete el reajuste de su salario con el fin de garantizar la movilidad del mismo, adicionalmente, depreca que se cancelen los salarios de los años 2006 y 2007, que resulten de la diferencia entre el salario antiguo y el actualizado o reajustado y la reliquidación y pago de los salarios que se le adeudan por los años 2007 y 2008, por haber sido liquidados sobre una base anterior a la debida.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Jaime Niño Osorio, identificado con la cédula de ciudadanía N° 8.305.287.

III. AUTORIDADES ACCIONADAS

Las autoridades accionadas son la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento de sentencias.

V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta el accionante que es profesor desde el 26 de agosto de 1986  en la Universidad Tecnológica de Pereira y actualmente se desempeña como profesor titular con dedicación de tiempo completo, que durante el cuatrienio comprendido ente los años 2002 a 2006 el gobierno nacional realizó ajustes a los salarios que al ser acumulados terminaron siendo inferiores al índice acumulado de inflación en ese mismo cuatrienio, que la remuneración mensual de los profesores universitarios se establece multiplicando la suma de los puntos meritocráticos reconocidos al profesor por el valor del punto en pesos. 

Expresa igualmente que el Gobierno Nacional al expedir el Decreto sobre salarios del año 2006, incumplió lo ordenado por la Corte Constitucional en su Sentencia C-931 de 2004, la cual ordenó al Gobierno Nacional garantizar a los servidores públicos a quienes se les haya limitado el derecho a mantener el poder adquisitivo de su salario, que dentro de la vigencia del Plan de Desarrollo de cada cuatrienio, progresivamente se avance en los incrementos salariales, en forma tal que les permita a estos servidores alcanzar la actualización plena de su salario, de conformidad con el Índice acumulado de inflación. 

El reajuste del año 2006 fue del 5.00% cuando debió ser del 10.95% para alcanzar el IPC acumulado a 2006. El incumplimiento de esa obligación por parte del Gobierno Nacional en el año 2006 ocasionó una disminución real de su salario que se ha proyectado en los años 2007 y 2008. La Universidad se limitó a hacer los ajustes salariales sin hacer objeción alguna.

Existe un trato desigual porque a servidores públicos de salarios más bajos si se les ha mantenido su capacidad adquisitiva. 

La asociación sindical de profesores universitarios el 17 de julio de 2006 elevó derecho de petición a algunos de los accionados solicitando ajustar los salarios de los docentes universitarios según los parámetros establecidos en la Carta Política y desarrollados por la jurisprudencia constitucional, sin lograr ese objetivo. En el año 2007 se elevó nuevo derecho de petición, donde el Departamento Administrativo de la Función Pública afirma que el Gobierno Nacional realizó el ajuste del 2006 teniendo en cuenta del IPC del año 2005; ajuste inferior al índice acumulado de la inflación que ya había ordenado la Corte Constitucional.
También se han enviado comunicaciones al Congreso de la República solicitando aprobar un articulado en la respectiva ley de presupuesto que permita el cumplimiento de la parte resolutiva de la sentencia  C-931 de 2004, con lo cual se evidencia que se han agotado todas las vías para reclamar el cumplimiento de la mencionada sentencia y obtener el respeto de mis derechos fundamentales y el ajuste salarial debido.
El gobierno con la expedición de los decretos salariales expedidos en los últimos años ha tenido y mantenido una política de detrimento salarial hacia empleados públicos docentes de las universidades estatales afectando el derecho fundamental al salario mínimo vital y móvil que mantenga su poder adquisitivo. 
Aduce que eleva la presenta acción como medio judicial subsidiario, temporal para remediar urgentemente la situación en que se encuentra y hacer cumplir la sentencia C-931/2004.
Manifiesta que las sentencias de constitucionalidad tienen efectos erga omnes, y que todas las autoridades, los operadores jurídicos y servidores públicos de la república deben atender lo ordenado en las sentencias; y que si los accionados no acatan el contenido de la sentencia C-931-04 incurren en un incumplimiento de los precedentes constitucionales y una indiscutible vía de hecho, por violación a varios artículos de la Constitución Política.
VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Una vez notificados de la existencia del presente medio de protección, los accionados allegaron escritos de la siguiente forma:

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO:

Mediante apoderada el Ministerio de Hacienda y Crédito Público se encarga de transcribir varios extractos jurisprudenciales con el fin de oponerse a la prosperidad de la acción de tutela invocada por el señor Jaime Niño Osorio por improcedente, por contar con otro medio de defensa judicial que acoja sus pretensiones, manifiesta que el incremento salarial que anualmente ordena el Gobierno Nacional para los diferentes servidores públicos de las entidades y organismos del Estado, además de ajustarse a la ley de apropiaciones para cada vigencia fiscal, que guarda estrecha armonía con el Plan Nacional de Desarrollo, está orientado a garantizar que tales funcionarios conserven el poder adquisitivo de su salario, asegurando que la remuneración de los trabajadores sea digna, justa y móvil, atendiendo los criterios de progresividad, equidad y proporcionalidad.

UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA:

La Universidad Tecnológica de Pereira [fls. 62 y s.s.] en general aduce que se trata de apreciaciones y argumentos del actor que no se encuentran probados y frente a los derechos vulnerados expresa que a la universidad no se le puede reprochar en modo alguno que haya desatendido sentencias judiciales porque sólo está constitucionalmente obligada a respetar la competencia salarial que se encuentra radicada en el Gobierno Nacional.

 Se ejerce una defensa por la no violación de los derechos fundamentales al trabajo en condiciones justas y dignas, a la igualdad, al salario mínimo vital y móvil, y se expresa que el actor no se encuentra ante un perjuicio irremediable, toda vez que no es una persona que se encuentre en situaciones de debilidad manifiesta, ni afectada en su mínimo vital, argumentos que resultan inexplicables para esta Colegiatura, toda vez que son derechos que ni siquiera se citan como vulnerados en la solicitud de amparo.
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA:

El Departamento Administrativo de la Función Pública da respuesta a la acción, compartiendo el mismo criterio expuesto por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en tanto que los escritos son casi una reproducción exacta entre sí.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL:

El Ministerio de Educación Nacional, después de realizar un seguimiento a la legislación que rige los salarios de los docentes universitarios manifiesta que la tutela se torna improcedente toda vez que, aquella es un mecanismo de defensa subsidiario que solo procede cuando no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, pero en el presente caso no se está frente a un perjuicio irremediable sino que se busca la revocatoria de unos actos administrativos expedidos por el Gobierno Nacional.

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA:

Finalmente acude la Presidencia de la República y expresa que la Universidad Tecnológica de Pereira como ente autónomo que es, tiene plena competencia para resolver de fondo las peticiones del tutelante. Manifiesta que es improcedente la acción de tutela contra la Presidencia de la República porque el Presidente de la República no tiene la representación judicial de la Nación, ni capacidad jurídica para ser parte, por lo que se configuró de manera deficiente uno de los extremos de la relación jurídica y en caso de prosperar la presente acción, lo decidido no podrá acatarse porque no se ostenta la competencia funcional para la protección de los derechos al trabajo, la igualdad y el salario mínimo vital y móvil; adicional a lo anterior, el actor cuenta con otro medio de defensa judicial para dirimir la  controversia de tipo económico y los derechos de primera generación que reclama como presuntamente conculcados lo fueron desde hace 6 años, lo que desvanece la razón de ser de la presente acción como protección inmediata de los derechos.

VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Es procedente la acción de tutela para obtener un reajuste salarial y el pago de una diferencia salarial dejada de percibir, a pesar de no invocarse la ocurrencia de un perjuicio irremediable por el accionante?
La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.

También el artículo 86 de la Carta Política enseña que esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Significa lo anterior que la tutela no es propiamente una acción alternativa o sucedánea de las demás acciones sino un mecanismo de protección judicial al que se debe acudirse al no existir otra vía para obtener la protección del derecho constitucional conculcado o amenazado y desde luego valorando su eficacia en cada caso, porque dado su carácter de procedimiento preferente y sumario podría llegarse al absurdo de considerarlo el más idóneo de todos, sustituyendo a todas las acciones precisamente por la rapidez con la que debe resolverse y ese desde luego no fue el propósito del Constituyente. 

Así entonces, es de entender que es una acción excepcional y un remedio único para salvaguardar derechos fundamentales pero no una vía procesal concurrente con otros medios, a la cual puedan acceder las personas ad libitum y según las conveniencias del momento. 

En el presente caso, el actor considera que se le ha violado su derecho fundamental de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento de sentencias, por cuanto la Universidad Tecnológica de Pereira, ha efectuado los ajustes salariales de los años 2006, 2007 y 2008 sin atender a lo ordenado por la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-931-2004, esto es, durante el año 2006 hizo un ajuste salarial en un porcentaje inferior al índice acumulado de inflación correspondiente al cuatrienio 2002 al 2006; y durante los años 2007 y 2008 se ha limitado a ajustar el índice de inflación del año anterior, dejando de reconocer el acumulado de inflación del cuatrienio 2002 – 2006.


Esta Sala ya ha tenido oportunidad de pronunciarse en asuntos similares de la siguiente manera:

“Al respecto, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 796 del 12 de septiembre de 2003, que:

“La tutela no constituye pues, por regla general, el mecanismo idóneo para ventilar conflictos de carácter laboral o económico, ni para ordenar por ejemplo, nivelaciones salariales o el reconocimiento y pago de factores salariales y prestaciones en la medida en que para tales pretensiones, los interesados deberán acudir ante los jueces comunes del trabajo o ante la jurisdicción de lo Contencioso – Administrativo, a menos que se trate de evitar un perjuicio irremediable.”

Y solo excepcionalmente, en caso de sujetos especiales de protección, menores, o personas de la tercera edad, que se les afecten derechos fundamentales, como por ejemplo el mínimo vital, o la vida digna, procede directamente la tutela, por ser insuficientes los mecanismos ordinarios de protección judicial. Situación que no se alegó.

O en el caso de existir un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras se decide el proceso ordinario, lo cual no es materia de estudio en este proceso.

La razón de lo anterior se debe a que la tutela es subsidiaria y no procede para modificar las normas que señalan las competencias de los jueces, ni para iniciar procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales.

Al existir otros medios de defensa judicial, se torna improcedente esta acción de tutela, pues bien puede el actor invocar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

A su vez la inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, el cual no se da en el presente caso, puesto que en los hechos se alude al índice acumulado de inflación durante el cuatrienio 2002 al 2006. 

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional, en sentencia T – 132 del 2004 lo siguiente:

“De conformidad con lo establecido por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de la inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la tutela, de tal suerte que la acción debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable, oportuno y justo. Con tal exigencia se pretende evitar que este mecanismo de defensa judicial se emplee como herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica …” 

De lo dicho es del caso declarar improcedente esta acción de tutela”. 
VIII. RESUELVE
1. NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por el señor Jaime Niño Osorio, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia del 18 de marzo de 2009, Magistrado Ponente Dr. HERNÁN MEJÍA UBIRE, Sala Laboral Tribunal Superior de Pereira, Accionante: Carlos Alberto Hoyos Morales, Accinado: la Presidencia de la República y otros. Radicación  2009-00017-00. 
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